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Sergio Jaime Rochín del Rincón, presidente de la Comisión Estatal de Atención 
Integral a Víctimas, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 1° y 20 apartado 
C de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1° y 10 apartado A de 
la Constitución Política para el Estado Libre y Soberano de Guanajuato; 1, 5, 42, 43, 84 
último párrafo, 165 segundo párrafo y 170 de la Ley General de Víctimas; 47 y 54 de 
la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo para el Estado de Guanajuato; 1, 7, 91 fracciones 
I, III, VI, XIV, XXI,  y XXIV, 95 fracciones I, III y VI, 122, 160, 161, 162 fracciones I y VI 
y 179 fracción IX de la Ley de Víctimas del Estado de Guanajuato; 69,70 y 71 de su 
Reglamento; 5 y 6 del Reglamento Interior de la Comisión Estatal de Atención Integral 
a Víctimas así como por Acuerdo SEAIV /1SO/2024/001 tomado en la Primera Sesión 
Ordinaria 2024 del Sistema Estatal de Atención Integral a Víctimas celebrada el 20 de 
noviembre del 2024; y

Considerando
Que la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos contempla en su 

artículo 1° la obligación de todas las autoridades de promover, respetar, proteger y 
garantizar los derechos humanos de todas las personas. Asimismo, en su artículo 20 
apartado C se hace un reconocimiento explícito de los derechos de las víctimas.

De conformidad con la Ley General de Víctimas (en adelante «LGV») que tiene por 
objeto, entre otros, el de reconocer y garantizar los derechos de las víctimas del delito y 
de violaciones a derechos humanos, en especial el derecho a la asistencia, protección, 
atención, verdad, justicia, reparación integral, debida diligencia y todos los demás dere-
chos consagrados en ella, en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
en los Tratados Internacionales de Derechos Humanos de los que el Estado Mexicano 
es parte y demás instrumentos de derechos humanos.

Que el Título Tercero Capítulo V del ya previamente citado cuerpo normative, es-
tablece que las autoridades del orden federal, de las entidades federativas y municipios 
brindarán de inmediato a las víctimas información y asesoría completa y clara sobre los 
recursos y procedimientos judiciales, administrativos o de otro tipo a los cuales ellas 
tienen derecho para la mejor defensa de sus intereses y satisfacción de sus necesida-
des, así como sobre el conjunto de derechos de los que son titulares en su condición 
de víctima.
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Así como en su artículo 79 se establece la creación del Sistema Nacional de Aten-
ción a Víctimas (en adelante «SNAV») que tiene por objeto la coordinación de instrumen-
tos, políticas, servicios y acciones entre las instituciones y organismos ya existentes y 
los creados por la Ley en mención para la protección de los derechos de las víctimas. 
Asimismo, en el mismo artículo se establece que para la operación del Sistema y el 
cumplimiento de sus atribuciones, éste contará con una Comisión Ejecutiva y Comi-
siones de víctimas, quienes conocerán y resolverán los asuntos de su competencia, de 
conformidad con las disposiciones aplicables.

Que el 27 de mayo de 2020 se publicó en el número 106 segunda parte del Pe-
riódico Oficial del Gobierno del Estado, la Ley de Víctimas del Estado de Guanajuato (en 
adelante «LVEG»). Esta Ley tiene por objeto garantizar el goce y ejercicio de los dere-
chos de la víctima, así como las medidas de atención, protección, apoyo y reparación 
integral que les reconoce el Estado, conforme a la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, la Constitución Política para el Estado de Guanajuato, los tratados 
internacionales y la Ley General. Asimismo, obliga a las dependencias y entidades de 
la Administración Pública Estatal, a los poderes Legislativo y Judicial, los organismos 
autónomos, los ayuntamientos, así como a cualquier institución u organismos públicos 
o privados a la defensa y protección de las víctimas, a proporcionarles ayuda, asistencia 
o reparación integral, así como brindar de manera inmediata atención en materia de 
salud, educación y asistencia social, entre otras en el ámbito de su competencia.

Que la LVEG crea al Sistema Estatal de Atención Integral a Víctimas (en adelante 
«SEAIV») y a la Comisión Estatal de Atención Integral a Víctimas (en adelante «CEAIV»). 
El SEAIV funge como una instancia de coordinación y formulación de políticas públicas, 
que tiene por objeto proponer, establecer y supervisar las directrices, servicios, planes, 
programas, proyectos, acciones institucionales e interinstitucionales, y demás políticas 
públicas que se implementen para la ayuda, atención, asistencia, protección, acceso a 
la justicia, a la verdad y a la reparación integral a las víctimas. A su vez, la CEAIV funge 
como órgano operador del SEAIV y tiene por obligación atender, asistir y, en su caso, 
reparar a las víctimas de delitos del fuero común o de violaciones a derechos humanos 
cometidos por servidores públicos del orden estatal o municipal.

Que el artículo 160 de la LVEG dispone la creación de la Asesoría Jurídica Estatal 
como un área especializada en asesoría jurídica para víctimas y como un órgano de-
pendiente de la CEAIV que goza de autonomía técnica y operativa. Asimismo, el artículo 
164 del mismo ordenamiento crea la figura del Asesor Jurídico de Atención a Víctimas 
en el Estado de Guanajuato con la función de representar a la víctima de manera inte-
gral en todos los procedimientos y juicios en los que sea parte.
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Que derivado de lo anterior, se hace necesario normar y estandarizar las actuacio-
nes que realizan las y los asesores jurídicos estatales, a efecto de que el servicio que 
se preste sea acorde a los principios establecidos en la LVEG.

En atención a las consideraciones antes descritas, es que se emite el siguiente:

Acuerdo
Artículo Único. – Se expide el Protocolo de Asesoría Jurídica de Atención a Vícti-

mas del Estado de Guanajuato para quedar en los siguientes términos:
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1. Conceptos básicos
Acusado: Persona que, dentro del proceso penal o de forma posterior al dictado 

del auto de vinculación a proceso, se le plantea la acusación en su contra por parte del 
Ministerio Público.

Acuerdos probatorios: Convenios de carácter procesal generados por las partes 
en la audiencia intermedia a razón de los que se determinan tener por válido y debida-
mente acreditado para la audiencia de debate de juicio oral. Dichos acuerdos probato-
rios deberán ser admitidos por el juez de control.

Acuerdos reparatorios: Son aquellos emitidos por la manifestación de la vo-
luntad de las partes con intervención de un mediador o conciliador adscrito al Centro 
Estatal de Justicia Alternativa.

Asesor Jurídico Estatal: El profesional del derecho que asesora y asiste a las 
víctimas en todo acto o procedimiento ante la autoridad, siempre y cuando se advierta 
violación de derechos humanos cometidos por servidores públicos del Estado o un de-
lito del fuero común.

Audiencia inicial: En este momento procesal, se informarán al imputado sus 
derechos constitucionales y legales si no se le hubiese informado de los mismos con 
anterioridad, se realizará el control de legalidad de la detención si correspondiere, se 
formulará la imputación por parte del agente del ministerio público del fuero local, se 
dará  la  oportunidad  de  declarar al imputado, se le informa a este sobre su derecho 
a declarar en ese momento o en cualquier etapa procesal, así como lo relativo a su 
derecho a la no auto incriminación, se resolverá sobre las solicitudes de vinculación a 
proceso y medidas cautelares y se definirá el plazo para el cierre de la investigación 
complementaria. La persona asesora jurídica en protección de los derechos de la vícti-
ma solicitará en su caso la procedencia de una medida cautelar.

Audiencia intermedia: En este momento procesal, el Ministerio Público realizará 
una exposición resumida de su acusación, seguida de las exposiciones de la víctima 
y el acusado por sí o por conducto de su defensor; acto seguido las partes podrán 
deducir cualquier incidencia que consideren relevante presentar. Asimismo, la defensa 
promoverá las excepciones que procedan conforme a lo que se establece en el Código.  
Desahogados los puntos anteriores, y posterior al establecimiento en su caso de acuer-
dos probatorios, el juez se cerciorará de que se ha cumplido con el descubrimiento 
probatorio a cargo de las partes y, en caso de controversia, abrirá un debate entre las 
mismas y resolverá lo procedente. Si es el caso que el Ministerio Público, o la víctima, 
ocultaron una prueba favorable a la defensa, el juez en el caso del Ministerio Público 
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procederá a dar vista a su superior para los efectos conducentes. De igual forma, 
impondrá una corrección disciplinaria a la víctima. Y si el asesor o asesora jurídica se 
advierte perteneciente a alguna dependencia gubernamental, aplicará el supuesto del 
agente del ministerio público.

Cartilla de derechos: Es el documento que contiene los derechos de la víctima 
en el proceso penal acusatorio.

CEAIV: Comisión Estatal de Atención Integral a Víctimas.

CEJA: Centro Estatal de Justicia Alternativa.

Competencia estatal: Facultad con la que cuenta la asesora o asesor jurídico 
estatal dentro del territorio del Estado de Guanajuato para representar a la víctima.

Criterios de oportunidad: Constituyen una solución alterna y formas de termina-
ción anticipada del procedimiento, que tendrá como efecto la suspensión de la acción 
penal a fin de buscar la reparación, la restitución o el resarcimiento del daño o los per-
juicios ocasionados por el delito.

Dato de prueba: Es la referencia al contenido de un determinado medio de con-
vicción aún no desahogado ante el órgano jurisdiccional, que se advierta idóneo y perti-
nente para establecer razonablemente la existencia de un hecho delictivo y la probable 
participación del imputado

Delito: Acto u omisión que sancionan las leyes penales.

Derecho a la verdad: Las victimas tienen el derecho a conocer los eventos bajo 
los cuales se llevó a cabo la afectación física, psicoemocional, patrimonial, del hecho 
señalado como delito.

Ejercicio de la acción penal: Es el punto de partida del proceso judicial a cargo 
del Agente del Ministerio Público Estatal.

Fondo Estatal: Fondo Estatal de Ayuda, Asistencia y Reparación Integral.

Programa: Programa Estatal de Atención Integral a Víctimas.

Registro: Registro Estatal de Víctimas.

Imputado: Nombre genérico que se otorga a toda persona contra la cual existe 
un proceso penal. Se denomina así a la persona a la cual ya le fue formulada una im-
putación en su contra, pero que aún no se le plantea acusación, ya que al momento de 
realizar esta, su estatus procesal cambiaría de imputado hacia la figura de acusado.

Juicio Oral: Es la audiencia pública en la que se realiza el desahogo de medio de 
prueba para tomar calidad de estándar probatorio.
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Mecanismos alternativos de solución de controversias: Todo procedimiento 
no jurisdiccional al cual pueden recurrir las partes en búsqueda de una solución acor-
dada para poner fin a su controversia, mediante la utilización de técnicas o de instru-
mentos específicos aplicados por especialistas.

Medidas cautelares: Obligaciones de carácter procesal que son interpuestas, 
por lo general, a los imputados por parte del juez de control o de garantías.

Medidas de protección: Ministerio Público ordenará fundada y motivadamente la 
aplicación de las medidas de protección idóneas cuando estime que el imputado repre-
senta un riesgo inminente en contra de la seguridad de la víctima u ofendido.

Medios o elementos de prueba: Son toda fuente de información que permite 
reconstruir los hechos, respetando las formalidades procedimentales previstas para 
cada uno de ellos.

Noticia criminal: Es el conocimiento o información sobre la comisión de una con-
ducta punible obtenida por la policía (las policías de los diferentes niveles de gobierno) 
o Fiscalía, puede conocerse de oficio o mediante denuncia o querella.

Persona jurídica colectiva: Conjunto de personas que se establecen en los su-
puestos de la Ley General de Sociedades Mercantiles o aquellas que establece el ám-
bito civil.

Primer respondiente: Es la primera autoridad con la que tiene contacto la vícti-
ma inmediatamente después de la comisión de un hecho presuntamente delictivo.

Procedimiento abreviado: Esta figura jurídica es aplicable una vez iniciado el 
proceso penal, y después de haber sido formulada la imputación y sujetado a proceso 
al imputado, siempre y cuando el responsable reconozca ante la autoridad judicial, 
voluntariamente y con conocimiento de las consecuencias de su participación en el 
delito y existan los medios de convicción suficientes para corroborar la imputación; su 
efecto es decretar la terminación anticipada en los supuestos y bajo las modalidades 
que determine la Ley.

Providencias precautorias: Son actos procesales que pretenden mantener las 
condiciones suficientes para garantizar la reparación del daño.

Prueba: Es todo conocimiento cierto o probable sobre un hecho, que ingresando 
al proceso como medio de prueba en una audiencia y desahogada bajo los principios de 
inmediación y contradicción, sirve al Tribunal de enjuiciamiento como elemento de juicio 
para llegar a una conclusión cierta sobre los hechos materia de la acusación.

Recurso innominado: Revisión judicial de aquellas actuaciones del Ministerio 
Público que paralicen o terminen la investigación o que, en su caso, se traduzcan en 
omisiones o negligencias de Fiscalía dentro de la investigación.
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Reparación del daño: Las víctimas tienen derecho a ser reparadas de manera 
oportuna, plena, diferenciada, transformadora, integral y efectiva por el daño que han 
sufrido como consecuencia del delito o hecho victimizante que las ha afectado o de las 
violaciones de derechos humanos que han sufrido, comprendiendo medidas de restitu-
ción, rehabilitación, compensación, satisfacción y medidas de no repetición.

Revocación: Es el recurso ante el órgano jurisdiccional que dicta la resolución 
impugnada, la cual debe ser examinada de nueva cuenta con el objetivo de dictar la 
resolución que corresponda.

Sistema acusatorio: El proceso penal acusatorio y oral tiene por objeto el escla-
recimiento de los hechos, proteger al inocente, que el responsable no quede impune, 
así como la reparación del daño causado por el hecho criminal.

Teoría del Caso: Es el planteamiento que las partes hacen sobre los hechos pe-
nalmente relevantes, las pruebas que los sustentan y los fundamentos jurídicos que lo 
apoyan.

Tutela de derechos: Es la solicitud realizada a un juez de control a efecto de 
que se protejan efectivamente los derechos de las partes materiales o procesales del 
Sistema Acusatorio Penal.

Usuario: Persona física que requiera de los servicios que brinda la Comisión Es-
tatal de Atención Integral a Víctimas.

Víctima: Persona física que directa o indirectamente ha sufrido un daño o el 
menoscabo de sus derechos producto de una violación de derechos humanos o de la 
comisión de un delito.

Víctimas directas: Se denomina víctimas directas aquellas personas físicas que 
hayan sufrido algún daño o menoscabo económico, físico, mental, emocional, o en 
general cualquier puesta en peligro, o lesión de sus bienes jurídicos o derechos como 
consecuencia de la comisión de un delito o violaciones a sus derechos humanos, reco-
nocidos por la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la Constitución 
Política del Estado de Guanajuato, y los Tratados Internacionales de los que el Estado 
mexicano sea parte.

Víctimas indirectas: Son víctimas indirectas los familiares o aquellas personas 
físicas a cargo de la víctima directa que tengan una relación inmediata con ella.
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Víctimas potenciales: Son víctimas potenciales las personas físicas cuya inte-
gridad física o derechos peligren por prestar asistencia a la víctima, ya sea por impedir 
o detener la violación de derechos humanos o la comisión de un delito. La calidad de 
víctimas se adquiere con la acreditación del daño o menoscabo de los derechos en los 
términos establecidos de la Ley de Víctimas del Estado de Guanajuato, con independen-
cia de que la víctima desee participar en un procedimiento administrativo.

Vinculación a proceso: Es el auto en el cual el juez de control resolverá si vincula 
o no a proceso a la persona imputada por el Ministerio Público del Fuero Local y, con 
ello, el juzgador controla la legalidad de la investigación.

Violación de derechos humanos: Todo acto u omisión que afecte los derechos 
humanos reconocidos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos o en 
los tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte, cuando el agente 
sea servidor público en el ejercicio de sus funciones o atribuciones o un particular que 
ejerza funciones públicas. También se considera violación de derechos humanos cuan-
do la acción u omisión referida sea realizada por un particular instigado o autorizado, 
explícita o implícitamente, por un servidor público, o cuando actúe con aquiescencia o 
colaboración
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2. Objetivos
2.1. General

El objetivo general del Protocolo de Asesoría Jurídica de Atención a Víctimas del 
Estado de Guanajuato es brindar a la persona asesora jurídica estatal una herramienta 
con la cual pueda desarrollar cada una de las diversas obligaciones y facultades que 
tiene dentro del proceso penal acusatorio. Lo anterior, con el propósito de garantizar 
los derechos de la víctima, en especial los derechos de protección, verdad, justicia y 
reparación integral.

2.2. Específico

Los objetivos específicos del presente Protocolo son los siguientes:

Primero. - Señalar las actuaciones que deberá realizar la persona asesora jurídi-
ca estatal para garantizar los derechos de las víctimas en el proceso penal acusatorio.

Segundo. - Desarrollar los roles de la persona asesora jurídica estatal dentro del 
proceso.

Tercero. - Señalar los mecanismos y procedimientos en que auxilia la persona 
asesora jurídica estatal a la víctima.

3. Generalidades de la persona 
asesora jurídica

La Asesoría Jurídica Estatal se crea por mandato de la Ley de Víctimas del Estado 
de Guanajuato; específicamente en su artículo 160, como un órgano dependiente de la 
Comisión Estatal de Atención Integral a Víctimas. De acuerdo con lo dispuesto por los 
artículos 69 y 70 de su Reglamento, la Asesoría Jurídica Estatal es la unidad adminis-
trativa encargada de brindar asesoría jurídica y, en su caso, representar a las víctimas. 
Además, tiene por obligación brindar asesoría completa y clara sobre los recursos y 
procedimientos judiciales, administrativos o de otro tipo con que cuenten éstas, así 
como sobre el conjunto de derechos de los que sean titulares.
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Así las cosas, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 121 de la Ley, co-
rresponde, de manera general, a la persona asesora jurídica estatal realizar las siguien-
tes funciones:

I. Asistir y asesorar a la víctima desde el primer momento en que tenga contacto 
con la autoridad;

II. Representar a la víctima de manera integral en todos los procedimientos y 
juicios en los que sea parte, para lo cual deberá realizar todas las acciones legales 
tendientes a su defensa incluyendo las que correspondan en materia de derechos hu-
manos tanto en el ámbito nacional como internacional;

III. Proporcionar a la víctima de forma clara, accesible, oportuna y detallada la 
información y la asesoría legal que requiera, sea esta en materia penal, civil, familiar, 
laboral y administrativa;

IV. Informar a la víctima, respecto al sentido y alcance de las medidas de protec-
ción, ayuda inmediata, ayuda, asistencia, atención, rehabilitación y reparación integral, 
y en su caso, tramitarlas ante las autoridades judiciales y administrativas; 

V. Dar el seguimiento a todos los trámites de medidas de protección, ayuda, asis-
tencia y atención para garantizar la integridad física y psíquica de las víctimas, así como 
su plena recuperación; 

VI. Informar y asesorar a los familiares de la víctima o a las personas que ésta 
decida, sobre los servicios con que cuenta el Estado para brindarle ayuda, asistencia, 
asesoría, representación legal y demás derechos establecidos en la presente Ley, la Ley 
General, en los Tratados Internacionales y demás leyes aplicables; 

VII. Llevar un registro puntual de las acciones realizadas y formar un expediente 
del caso; 

VIII. Tramitar y entregar copias de su expediente a la víctima, en caso de que ésta 
las requiera; 

IX. Vigilar la efectiva protección y goce de los derechos de las víctimas en las 
actuaciones del Ministerio Público en todas y cada una de las etapas del procedimiento 
penal y, cuando lo amerite, suplir las deficiencias de este ante la autoridad jurisdiccio-
nal correspondiente cuando considere que no se vela efectivamente por la tutela de los 
derechos de las víctimas por parte del Ministerio Público; y

X. Las demás que se requieran para la defensa integral de los derechos de las 
víctimas.
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Atendiendo a lo establecido por el artículo 163 de la Ley, La víctima tiene derecho 
a solicitar a la Comisión que le designe una persona asesora jurídica en caso de que 
no quiera o no pueda contratar los servicios de un asesor o asesora particular, el cual 
elegirá libremente desde el momento de su ingreso al Registro Estatal de Víctimas.

La víctima tiene el derecho de que su abogado o abogada comparezca a todos los 
actos en los que ésta sea requerida. El servicio de la Asesoría Jurídica Estatal es gra-
tuito y se presta a todas las víctimas que quieran o no pueden contratar a un abogado 
particular y en especial a las personas que estén desempleadas y no perciban ingresos; 
las personas trabajadoras, jubiladas o pensionados, así como sus cónyuges; las even-
tuales o subempleadas; las personas indígenas y las personas que por cualquier razón 
social o económica tengan la necesidad de estos servicios.

4. Intervención en el proceso penal 
acusatorio

La designación de la persona asesora jurídica se puede dar en cualquier etapa del 
procedimiento penal, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 110 primer párrafo 
del Código Nacional de Procedimientos Penales.

Es importante tener en cuenta que la persona asesora jurídica debe acreditar su 
profesión mediante cédula profesional de abogado o licenciado en derecho, así como 
encontrarse inscrita en el Registro Estatal de Asesores y Defensores ante el Poder Ju-
dicial del Estado.

Además, de las funciones previstas por el artículo 164 de la LVEG, el Asesor Ju-
rídico debe:

• Informar de sus derechos a la víctima a fin de garantizar el acceso a la justicia, a la 
verdad y a la reparación integral.

• Informar sobre los recursos a los que puede acceder.

• Orientar en materia jurisdiccional y no jurisdiccional.

• Elaborar denuncias o querellas.

• Verificar las actuaciones del Ministerio Público.

• Informar sobre las salidas alternas y formas de terminación anticipada.

• Intervenir en representación de la víctima en los mecanismos alternativos de solución 
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de controversias, asegurando la reparación del daño y la protección de sus derechos.

• En los casos que sea procedente, suplir deficiencias del Ministerio Público.

• Dar seguimiento y, en su caso, dar trámite a las medidas de protección, providencias 
precautorias, medidas cautelares, reparación del daño, entre otros.

• Formar parte del proceso e intervenir en sus diversas etapas.

• Auxiliar en la protección y goce de los derechos de la víctima en el proceso.

• Elaborar medios de impugnación. 

4.1 Etapa de investigación

4.1.1. Investigación inicial

Durante esta etapa, el asesor o la asesora jurídica tiene las siguientes responsa-
bilidades:

• Explicar a la víctima el alcance y trascendencia de los exámenes periciales a los que 
podrá someterse dependiendo de la naturaleza del caso.

• Informará a la víctima sobre la procedencia de la detención.

• Solicitar las medidas de protección al Ministerio Público en los casos que sea nece-
sario o, en su caso, las medidas cautelares y/o providencias precautorias al juez de 
control.

• Peticionar las providencias precautorias para la restitución de los derechos de la víc-
tima al juez de control.

• Revisar que las actuaciones de investigación se realicen conforme a los protocolos 
específicos de cada delito.

• Informar y asesorar a la víctima sobre las salidas alternas y sobre los criterios de 
oportunidad y formas anticipadas de terminación del proceso.

• Evitar diligencias revictimizantes y proceder en los ámbitos de competencia.

• Informar, asesorar y, en su caso, impugnar los sobreseimientos dictados por el Mi-
nisterio Público.

• Dará seguimiento a las medidas de protección ordenadas por la autoridad.

• Acreditar el daño para en el momento procesal oportuno se repare de manera integral 
a la víctima.

• Las demás que se desprendan de los diversos ordenamientos aplicables.
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4.1.1.1 Noticia criminal

Durante esta etapa, el asesor o la asesora jurídica tiene las siguientes responsa-
bilidades:

• Primer respondiente realiza lectura de la cartilla de derechos a la víctima y la 
remite a la Comisión Estatal de Atención Integral a Víctimas.

• La asistencia que brinde la asesora o asesor jurídico durante todo el proceso se 
realizará respetando y garantizando el derecho a ser reparadas de manera oportuna, 
plena, diferenciada, transformadora, integral y efectiva por el daño que han sufrido 
como consecuencia del delito o hecho victimizante que las ha afectado o de las viola-
ciones de derechos humanos que han sufrido, comprendiendo medidas de restitución, 
rehabilitación, compensación, satisfacción y medidas de no repetición.

• En caso de ser primer respondiente, la CEAIV realiza lectura de la Cartilla de 
Derechos.

• Canalizar al área de primer contacto de la CEAIV para que la víctima reciba 
atención integral y la designación, en su caso, de la asesora o asesor jurídico.

• Realizar la primera entrevista para conocer la versión de los hechos y recaba 
información que permita asesorarlo eficientemente.

• Explicar a la víctima el Formato Único de Declaración (FUD), así como su con-
tenido y forma de llenado.

• Cuando se trate de extranjeros, personas en tránsito y, en general, en aquellos 
casos que se presuma que con posterioridad no se pueda recabar el medio probatorio, 
la anticipada asesoría jurídica valorará, en este aspecto, la pertinencia de solicitar al 
juez de control prueba anticipada.

4.1.1.2.	 Denuncia o querella

• En caso de que la denuncia o querella no sea presentada por el o la asesora jurí-
dica estatal, el Ministerio Público deberá informar a la Dirección General de la Unidad de 
Asesoría Jurídica de la CEAIV sobre la comisión de un hecho presuntamente delictivo.

• La o el asesor jurídico presenta ante el Ministerio Público las denuncias o que-
rellas que en cumplimiento de este Protocolo reciban.

• Con la presentación de la denuncia o querella, se realizará por parte de la vícti-
ma, la designación de la asesora o asesor jurídico por medio de formato firmado, el cual 
se convierte en parte del procedimiento penal acusatorio y adquiere la facultad para 
representarlo en el mismo.
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• El asesor o asesora jurídica hace del conocimiento de la víctima, si existen o no, 
mecanismos alternativos de solución de conflictos (mediación y conciliación)

• Informar y asesorar la víctima sobre la existencia de soluciones alternas al pro-
cedimiento (acuerdos reparatorios y suspensión condicional del proceso) (artículo 184 
del Código Nacional Procedimientos Penales), remarcando la necesidad de la repara-
ción del daño en cada uno de éstos para su aplicación;

• En los casos que sea procedente, la o el asesor jurídico conducirá y asesora-
rá las gestiones respecto al ejercicio de la acción penal por particulares a favor de la 
víctima, de acuerdo con lo establecido en la Constitución y en el Código Nacional de 
Procedimientos Penales;

• Cuando se trate de extranjeros, personas en tránsito y, en general, en aquellos 
casos que se presuma que con posterioridad no se pueda recabar el medio probatorio, 
el o la asesora jurídica valorará, en este aspecto, la pertinencia de solicitar al juez de 
control prueba anticipada;

• Se hará del conocimiento de la víctima la atribución con la que cuenta el agen-
te del Ministerio Público local, de determinar la existencia de alguna de las formas 
de terminación de la investigación (archivo temporal, no ejercicio de la acción penal, 
abstención de investigación y criterios de oportunidad) (artículos 253 a 258 del CNPP).  
Asimismo, se le informará el derecho que tiene de impugnar dicha decisión del ministe-
rio público del fuero local, dentro de los 10 días posteriores a la notificación;

• Si se llegara a impugnar la decisión del agente del ministerio público respecto a 
la terminación de la investigación, el asesor o asesora jurídica apoyará a la víctima en 
la realización y presentación de esta y asistirá a la audiencia en la que el juez de control 
resuelve al respecto.

• Comenzará a desarrollar la Teoría del Caso.

• Las demás que se desprenden de los diversos ordenamientos aplicables.

4.1.1.3 Audiencia inicial

Durante esta etapa, el asesor o la asesora jurídica tiene las siguientes responsa-
bilidades:

• Informa a la víctima sobre sus derechos antes de la audiencia.

• Por manifestación de la víctima realiza la acreditación de la o el asesor jurídico 
dentro de la audiencia.

• Informa a la víctima sobre la trascendencia de la formulación de la imputación.
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• Informa y explica a la víctima el desarrollo de la audiencia.

• Informa a la víctima sobre el derecho del imputado a declarar.

• Si el imputado declara con relación a los hechos que se le imputan, el o la ase-
sora jurídica puede formularle preguntas al respecto (artículo 309 del CNPP), y

• En coordinación con el Ministerio Público interviene y replica en el orden que lo 
autorice el órgano jurisdiccional para realizar precisiones o aclaraciones de la imputa-
ción.

• Las demás que se desprenden de los diversos ordenamientos aplicables.

4.1.1.3.1. Vinculación a proceso

Durante la audiencia inicial el asesor o la asesora jurídica realiza las siguientes 
acciones:

• Informa a la víctima sobre sus derechos antes de la audiencia.

• Por manifestación de la víctima realiza la acreditación de la o el asesor jurídico 
dentro de la audiencia.

• Informa a la víctima sobre la trascendencia de la formulación de la imputación.

• Informa y explica a la víctima el desarrollo de la audiencia.

• Informa a la víctima sobre el derecho del imputado a declarar.

• Si el imputado declara con relación a los hechos que se le imputan, el o la ase-
sora jurídica puede formularle preguntas al respecto (artículo 309 del CNPP), y

• En coordinación con el Ministerio Público interviene y replica en el orden que lo 
autorice el órgano jurisdiccional a efecto de sustentar la vinculación o reclasificación 
jurídica.

4.1.2. Investigación complementaria

Durante la Investigación complementaria el asesor o la asesora jurídica realiza las 
siguientes acciones:

• Verifica ante la autoridad de supervisión de medidas cautelares el cumplimiento 
de estas (de manera permanente a lo largo del proceso).

• En caso de riesgo de la víctima o incumplimiento de las medidas cautelares, 
solicita al juez de control la imposición de nuevas medidas o el cumplimiento de las ya 
ordenadas.
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• Orienta y asesora a la víctima sobre las salidas alternas y sobre los criterios de 
oportunidad y formas anticipadas de terminación del proceso.

• Recaba y pone a disposición del Ministerio Público, en forma oportuna y efec-
tiva, los elementos probatorios para la formulación de la acusación, así como para la 
reparación integral.

• En caso de no ser aceptados y desahogados, acude al juez de control para re-
visión de eventual omisión por parte del Ministerio Público.

• Continúa en el seguimiento del cumplimiento a las medidas cautelares ordena-
das por la autoridad.

4.2. Etapa intermedia

4.2.1. Fase escrita

Durante esta etapa, el asesor o la asesora jurídica tiene las siguientes responsa-
bilidades:

• Orienta y asesora a la víctima sobre la notificación del escrito de acusación que 
formuló el Ministerio Público.

• Informa a la víctima que, una vez notificada del escrito de acusación del AMPE, 
cuenta con tres días para:

- Constituirse como coadyuvante en el proceso.

- Señalar los vicios formales de la acusación, ofrecer medios de prueba para 
complementar los del AMPE y solicitar la reparación del daño (artículo 338 
del CNPP).

- Ofrecer los medios de prueba que estime necesarios para

- complementar la acusación del Ministerio Público.

- Solicitar el pago de la reparación del daño y cuantificar su monto.

• Respecto a la acusación formulada por el Ministerio Público, la o el asesor ju-
rídico apercibirá a la víctima de la existencia de vicios formales, en los casos que sea 
necesario, dentro del plazo establecido por la Ley.

• Asesora a la víctima de la existencia de otros medios probatorios que se esti-
men necesarios para complementar la acusación del Ministerio Público.

• Auxilia en el ofrecimiento y admisión de medios de prueba.

• En coordinación con el Ministerio Público supervisa la depuración de los hechos 
controvertidos que serán materia de juicio.
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• Cuando sean varias víctimas y estas decidan coadyuvar, darles a conocer la po-
sibilidad de nombrar un representante común, siempre y cuando no existan conflictos 
de intereses entre ellas (artículo 339 del CNPP).

• Recibe la notificación y acompaña a la víctima en la audiencia intermedia.

4.2.2. Fase oral

• Orienta y asesora a la víctima sobre la notificación del escrito de acusación que 
formuló el Ministerio Público.

• Informa a la víctima que, una vez notificada del escrito de acusación del AMPE, 
cuenta con tres días para:

- Constituirse como coadyuvante en el proceso.

- Señalar los vicios formales de la acusación, ofrecer medios de prueba para 
complementar los del AMPE y solicitar la reparación del daño (artículo 338 
del CNPP).

- Ofrecer los medios de prueba que estime necesarios para

- complementar la acusación del Ministerio Público.

- Solicitar el pago de la reparación del daño y cuantificar su monto.

• Respecto a la acusación formulada por el Ministerio Público, la o el asesor ju-
rídico apercibirá a la víctima de la existencia de vicios formales, en los casos que sea 
necesario, dentro del plazo establecido por la Ley.

• Asesora a la víctima de la existencia de otros medios probatorios que se esti-
men necesarios para complementar la acusación del Ministerio Público.

• Auxilia en el ofrecimiento y admisión de medios de prueba, así como para des-
virtuar los medios de prueba ofrecidos por la defensa.

• En coordinación con el Ministerio Público supervisa la depuración de los hechos 
controvertidos que serán materia de juicio.

• Cuando sean varias víctimas y estas decidan coadyuvar, darles a conocer la po-
sibilidad de nombrar un representante común, siempre y cuando no existan conflictos 
de intereses entre ellas (artículo 339 del CNPP).

• Recibe la notificación y acompaña a la víctima en la audiencia intermedia.
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4.3. Etapa de juicio oral

Durante esta etapa, el asesor o la asesora jurídica tiene las siguientes responsa-
bilidades:

• Orienta y asesora a la víctima sobre la notificación del escrito de acusación que 
formuló el Ministerio Público.

• Informa a la víctima que, una vez notificada del escrito de acusación del AMPE, 
cuenta con tres días para:

- Constituirse como coadyuvante en el proceso.

- Señalar los vicios formales de la acusación, ofrecer medios de prueba para 
complementar los del AMPE y solicitar la reparación del daño (artículo 338 
del CNPP).

- Ofrecer los medios de prueba que estime necesarios para

- complementar la acusación del Ministerio Público.

- Solicitar el pago de la reparación del daño y cuantificar su monto.

• Respecto a la acusación formulada por el Ministerio Público, la o el asesor ju-
rídico apercibirá a la víctima de la existencia de vicios formales, en los casos que sea 
necesario, dentro del plazo establecido por la Ley.

• Asesora a la víctima de la existencia de otros medios probatorios que se esti-
men necesarios para complementar la acusación del Ministerio Público.

• Auxilia en el ofrecimiento y admisión de medios de prueba.

• En coordinación con el Ministerio Público supervisa la depuración de los hechos 
controvertidos que serán materia de juicio.

• Cuando sean varias víctimas y estas decidan coadyuvar, darles a conocer la po-
sibilidad de nombrar un representante común, siempre y cuando no existan conflictos 
de intereses entre ellas (artículo 339 del CNPP).

• Recibe la notificación y acompaña a la víctima en la audiencia intermedia.

 4.4. Apelación

Durante la apelación el asesor o la asesora jurídica realiza las siguientes acciones:

• Asesora para interponer el recurso contra las resoluciones contrarias a los in-
tereses de la víctima, dentro del plazo establecido por la Ley, expresando, en el mismo 
acto, los agravios procedentes o, en su caso, adherirse al formulado por la representa-
ción social.



Protocolo 
de �asesoría 

jurídica
de atención

a víctimas
del estado de 

Guanajuato

21

• Da seguimiento del recurso ante el tribunal de alzada y, de ser el caso, expone 
alegatos aclaratorios sobre los agravios manifestados en la audiencia respectiva.

 

4.4.1. Resolución del recurso

Durante esta etapa, el asesor o la asesora jurídica tiene las siguientes responsa-
bilidades:

• Revisa junto con la víctima, la legalidad de la sentencia que confirma modifica 
o revoca la resolución impugnada.

• En caso de que el imputado promueva amparo, asesora a la víctima sobre la 
posibilidad de promover y elaborar un amparo adhesivo.

• En caso de no ser favorable, se asesorará a la víctima para interponer juicio de 
amparo.

4.5. Juicio de amparo

Durante el juicio de amparo el asesor o la asesora jurídica realiza las siguientes 
acciones:

• Formula y presenta amparo directo o amparo adhesivo en favor de la víctima por 
conducto de la autoridad responsable (artículo 176, Ley de Amparo).

• Verifica la correcta integración de la litis, a fin de revisar que se corra traslado a 
las partes con los escritos, para que estas den contestación a los mismos.

• Espera dictado de la sentencia y la hace del conocimiento de la víctima.

• Verifica que se envíe a la sala correspondiente a fin de que se dicte la sentencia 
que cumplimente la ejecutoria de amparo.

4.6. Ejecución de sentencia

La intervención de la persona asesora jurídica dentro de esta última etapa pro-
cesal únicamente se aboca a las situaciones que haga en su momento el juzgado de 
ejecución y que estas en su mayoría estriban en solicitudes preliberaciones por parte 
del ya sentenciado, traslados en centros penitenciarios, en los temas de reparación o 
solicitudes de cumplimiento de sentencia en términos de lo que establece la Ley Nacio-
nal de Ejecución Penal
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5. Regionalización
A continuación, se presenta un esquema territorial basado en las competencias 

actuales de la Fiscalía, el Poder Judicial y la CEAIV.

5.1. Fiscalía General del Estado de Guanajuato

La organización territorial de las Fiscalías Regionales operaran en cuatro circuns-
cripciones territoriales, conforme a lo siguiente:

I.	Fiscalía de Justicia Región A: León, Manuel Doblado, Purísima del Rincón y 
San Francisco del Rincón. Con sede en el municipio de León.

II. Fiscalía de Justicia Región B: Abasolo, Cuerámaro, Huanímaro, Irapuato, Ja-
ral del Progreso, Pénjamo, Pueblo Nuevo, Romita, Salamanca, Silao de la Victoria y Valle 
de Santiago. Con sede en el municipio de Irapuato.

III. Fiscalía de Justicia Región C: Acámbaro, Apaseo el Alto, Apaseo el Grande, 
Celaya, Coroneo, Cortazar, Jerécuaro, Moroleón, Salvatierra, Santa Cruz de Juventino 
Rosas, Santiago Maravatío, Tarandacuao, Tarimoro, Uriangato, Villagrán y Yuriria. Con 
sede en el municipio de Celaya.

IV. Fiscalía de Justicia Región D: Atarjea, Comonfort, Doctor Mora, Dolores Hi-
dalgo Cuna de la Independencia Nacional, Guanajuato, Ocampo, San Diego de la Unión, 
San Felipe, San José Iturbide, San Luis de la Paz, San Miguel de Allende, Santa Catari-
na, Tierra Blanca, Victoria y Xichú. Con sede en el municipio de San Miguel de Allende.

5.2. Poder Judicial del Estado de Guanajuato

Primera región: Sede Guanajuato, Sede San Miguel de Allende, base San José 
Iturbide (Doctor Mora, Santa Catarina, Tierra Blanca y Atarjea) y base Comonfort. Sede 
Dolores Hidalgo (San Diego de la Unión), base San Luis de la Paz (Victoria y Xichú) y 
base San Felipe (Ocampo).

Segunda región: Sede Irapuato (Cuerámaro y Pueblo Nuevo), base Silao (Romita), 
Sede Salamanca, base Pénjamo (Abasolo y Huanímaro), Sede Valle de Santiago (Jaral 
del Progreso)
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Tercera región: Sede Celaya, base Apaseo el Grande (Apaseo el Alto), Sede Sal-
vatierra (Tarimoro y Santiago Maravatío), base Juventino Rosas y base Cortazar (Vi-
llagrán), Sede Acámbaro (Jerécuaro, Coroneo y Tarandacuao), base Moroleón, base 
Uriangato y base Yuriria

Cuarta Región: Sede León, base San Francisco del Rincón (Purísima del Rincón 
y Manuel Doblado)

5.3. Asesoría Jurídica Estatal

La Asesoría Jurídica en la Comisión Estatal de Atención Integral a Víctimas se 
divide de la siguiente manera:

Región A: Guanajuato, León, San Francisco, Purísima y Manuel Doblado.

Región B: Abasolo, Cuerámaro, Huanímaro, Irapuato, Jaral del Progreso, Pénja-
mo, Pueblo Nuevo, Romita, Salamanca, San Felipe, Silao y Valle de Santiago.

Región C: Celaya, Acámbaro, Coroneo, Cortázar, Jerécuaro, Moroleón, Salvatie-
rra, Juventino Rosas, Santiago Maravatío, Tarandacuao, Tarimoro, Uriangato, Yuriria y 
Villagrán.

Región D: San Miguel de Allende, Atarjea, Comonfort, Doctor Mora, Dolores Hi-
dalgo, Ocampo, San Diego de la Unión, San José Iturbide, San Luis de la Paz, Santa 
Catarina, Tierra blanca, Apaseo el Alto, Apaseo el Grande, Victoria y Xichú.

Transitorio
Artículo Único. – El presente Protocolo de Asesoría Jurídica de Atención a Vícti-

mas del Estado de Guanajuato entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el 
Periódico Oficial del Gobierno del Estado de Guanajuato.

Dado en la ciudad de Guanajuato, Guanajuato; a los 20 días del mes de noviembre 
de 2024.

Mtro. Sergio Jaime Rochín del Rincón

Presidente de la Comisión Estatal de Atención Integral a Víctimas
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